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SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 30 de agosto de 2016. 

  Mediante la sentencia apelada, el Tribunal de Primera 

Instancia (“TPI”) adjudicó a un municipio responsabilidad civil 

extracontractual en conexión al despido de un empleado 

municipal.  Según explicamos en mayor detalle a continuación, 

erró el TPI al así actuar porque cualquier posible reclamación 

contra el municipio estaba prescrita; ello pues los trámites 

administrativos habidos ante la CIPA no interrumpieron el término 

prescriptivo aplicable, el cual comenzó a decursar cuando el 

empleado fue notificado del despido.  Veamos. 

I. 

El 11 de septiembre de 2015, el municipio de Salinas (el 

“Municipio”) presentó un recurso de apelación en el que nos 

solicitó que revocáramos la Sentencia emitida por el TPI, Sala de 

Salinas, el 19 de junio de 2015, notificada el 22 de junio de 2015 

(la “Sentencia”).  Mediante esta, el TPI declaró Ha Lugar la 

demanda por daños y perjuicios contra el Municipio y le ordenó a 

pagar $15,000.00 al Sr. José Luis Díaz Rosario (el “Empleado”) y 

$10,000.00 a la Sra. Brenda Simonetti Cruz (el Empleado y la Sra. 

Simonetti, en conjunto, los “Demandantes”), en concepto de daños 

y perjuicios sufridos.   

 Los hechos e incidentes, pertinentes a la controversia ante 

nuestra consideración, comenzaron en diciembre de 2008, cuando 

la Policía Municipal de Salinas incautó dos antenas que se 

encontraron abandonadas en el mencionado municipio.  Estas 

antenas desaparecieron de los predios del cuartel de la Policía 

Municipal durante el turno de 7:00pm a 3:00am, el cual 

supervisaba el Empleado.  Varios días después, las antenas se 

encontraron en las residencias de dos policías municipales, 
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quienes fueron expulsados por este incidente.  Tras la 

investigación, formulación de cargos y notificación de los mismos, 

el Empleado fue despedido mediante misiva cursada por el 

entonces alcalde, Hon. Carlos Rodríguez Mateo, el 5 de mayo de 

2009.   

El Empleado presentó una apelación administrativa ante la 

Comisión de Investigación, Procesamiento y Apelación (“CIPA”).  El 

8 de noviembre de 2013, la CIPA emitió una Resolución mediante 

la cual declaró Ha Lugar la apelación y revocó la medida 

disciplinaria impuesta al Empleado, ordenándose al Municipio 

restituir al Empleado y pagar los salarios y beneficios marginales 

dejados de percibir.1  El Empleado fue restituido a su puesto, 

ascendido al puesto de teniente y el Municipio comenzó el pago de 

la sentencia, según ordenado.   

El 11 de enero de 2013, casi cuatro años luego de su 

despido, los Demandantes instaron la acción de referencia contra 

el Municipio, y ciertos funcionarios en su carácter personal, por los 

daños y perjuicios causados por el despido sufrido por el 

Empleado.  Específicamente, se incluyó como demandados al 

Municipio, así como a los siguientes personas: Sr. Carlos 

Rodríguez Mateo, Sr. Héctor Santiago Torres, su esposa y la 

Sociedad Legal de Gananciales compuesta por ambos, el Sr. Juan 

M. Cruz Rivera, su esposa y la Sociedad Legal de Gananciales 

compuesta por ambos.   

Iniciado el juicio, y concluido el desfile de prueba por los 

Demandantes, el 15 de junio de 2015, el TPI notificó una Sentencia 

Parcial (la “Sentencia Parcial”) mediante la cual denegó las 

reclamaciones contra los codemandados individuales (Sr. Carlos J. 

Rodríguez Mateo, Sr. Héctor Santiago Torres, Sr. Juan M. Cruz 

                                                 
1 Véase la Resolución de la CIPA en la prueba documental que obra en el 

expediente de autos originales del foro de instancia. 
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Rivera, las Sociedades Legales de Gananciales compuestas por 

estos y sus esposas, todo ello en su carácter personal); además, el 

TPI impuso honorarios por temeridad contra los Demandantes “a 

favor de cada uno de ellos”.2  

Inconforme con lo anterior, el 14 de agosto de 2015, los 

Demandantes presentaron un recurso erróneamente titulado 

certiorari, en el cual formularon los siguientes señalamientos de 

error: 

INCURRIÓ EN ERROR MANIFIESTO EL TPI AL EMITIR 

UNA SENTENCIA SIN DETERMINAR LOS HECHOS 
PROBADOS CONTRARIO A [LO] DISPUESTO EN LA 
REGLA 42.2 DE LAS [REGLAS] DE PROCEDIMIENTO 

CIVIL. 
 

INCURRIÓ EN ERROR MANIFIESTO EL TPI AL 
DETERMINAR QUE LOS APELANTES FUERON 
TEMERARIOS EN LA TRAMITACIÓN DE SU CASO. 

 
INCURRIÓ EN ERROR MANIFIESTO EL TPI AL 
DESESTIMAR LA DEMANDA EN CONTRA DE LOS 

DEMANDADOS AL AMPARO DE LA REGLA 39.2 DE 
LAS [REGLAS] DE PROCEDIMIENTO CIVIL. 

 
El 31 de agosto de 2015, emitimos una Resolución en la que, entre 

otros asuntos, acogimos el recurso como una apelación.  

Mientras tanto, de la Sentencia notificada el 22 de junio, el 

Municipio presentó moción de reconsideración el 7 de julio de 

2015, la cual fue denegada mediante Resolución notificada por el 

TPI el 14 de julio de 2015. 

Oportunamente, el 11 de septiembre de 2015, el Municipio 

presentó un recurso de apelación en conexión con la Sentencia, y 

formuló los siguientes señalamientos de error: 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
DICTAR SENTENCIA DECLARANDO CON LUGAR LA 

DEMANDA CONTRA EL MUNICIPIO DE SALINAS, 
DICTAMEN INCONSISTENTE CON LA SENTENCIA 
PARCIAL EN LA CUAL DESESTIMÓ LA MISMA 

DEMANDA EN SU CARÁCTER PERSONAL RADICADA 
CONTRA OTROS CODEMANDADOS. 

 

                                                 
2 Véase la Sentencia Parcial en el anejo XII del apéndice del recurso de apelación 

KLAN201501420, pág. 5. 
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ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
DICTA SENTENCIA CONTRA EL MUNICIPIO DE 

SALINAS CUANDO LA CAUSA DE ACCIÓN ESTABA 
PRESCRITA. 

 
ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA EN SU 
DETERMINACIÓN EN CUANTO A QUE LA 

INVESTIGACIÓN REALIZADA POR EL MUNICIPIO DE 
SALINAS FUE INCOMPLETA Y A BASE DE PRUEBA 
DE REFERENCIA. 

 
ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 

DETERMINAR QUE EL MUNICIPIO DE SALINAS 
ACTUÓ DE FORMA NEGLIGENTE  EN EL PROCESO 
DE INVESTIGACIÓN REALIZADO AL DEMANDANTE. 

 
Los Demandantes no comparecieron en oposición al recurso 

de apelación del Municipio, ni en el término reglamentario 

aplicable, ni en los diversos términos concedidos para ello 

expresamente por este Tribunal, mediante Resoluciones de 2 de 

marzo de 2016 y de 2 de mayo de 2016, por lo cual damos por 

perfeccionado el recurso sin la comparecencia de los 

Demandantes. 

El 30 de septiembre de 2015, emitimos una Resolución en la 

que consolidamos ambos recursos, entre otros asuntos.  Con el 

beneficio de la comparecencia de las partes, los autos originales y 

la Transcripción de la Prueba Oral, resolvemos. 

II. 

A. 

 Quien por acción u omisión cause daño a otro, mediando 

culpa o negligencia, viene obligado a reparar el daño causado. Art. 

1802 del Código Civil, 31 LPRA sec. 5141.  Por lo tanto, para que 

prospere una reclamación por daños y perjuicios, será necesario 

demostrar lo siguiente: 1) que hubo un daño real; 2) que existe un 

nexo causal entre el daño y la acción u omisión de la otra parte; 3) 

y que el acto u omisión fue culposo o negligente. López v. Porrata 

Doria, 169 DPR 135, 150 (2006); Bonilla v. Chardón, 118 DPR 599, 

610 (1987).  Véase, además, Fraguada Bonilla v. Hosp. Aux. Mutuo, 

186 DPR 365, 374 (2012).  
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En nuestro ordenamiento jurídico, la prescripción extintiva 

es materia de naturaleza sustantiva, regida por nuestro Código 

Civil. S.L.G. García–Villega v. ELA et al, 190 DPR 799, 812 (2014); 

Fraguada Bonilla v. Hosp. Aux. Mutuo, supra.   La misma establece 

que las acciones prescriben con el mero paso del tiempo fijado por 

la ley, en este caso, un año.  31 LPRA 5291 y 5298. 

La política jurídica tras esta norma es estimular el ejercicio 

rápido de las acciones y castigar la inercia. Fraguada Bonilla v. 

Hosp. Aux. Mutuo, supra, pág. 373; COSSEC et al. v. González 

López et al., 179 DPR 793, 806 (2010).  Con ello, se protege al 

posible responsable de mantener un estado de incertidumbre sobre 

su deber y su patrimonio.  Nuestro ordenamiento jurídico reconoce 

que su aplicación es cónsona al principio de celeridad, por lo que 

responde al ideal de un sistema de adjudicación expedito.  El 

objetivo de éstos es promover la seguridad en el tráfico jurídico y la 

estabilidad de las relaciones jurídicas. Galib Frangie v. El Vocero de 

P.R., 138 DPR 560 (1995); M. Albaladejo, Derecho Civil, Barcelona, 

Ed. Bosch, 1989, T. I, Vol. 2, pág. 496.    

El transcurso del periodo de tiempo establecido por ley, sin 

reclamo alguno por parte del titular del derecho, origina una 

presunción legal de abandono.  Zambrana Maldonado v. E.L.A., 129 

DPR 740, 752 (1992).  Tal presunción esta cimentada en que 

mientras más cerca de su origen se entablen las reclamaciones, 

más se asegura que la adjudicación de responsabilidad sea 

correcta y no se vea mancillado por la confusión, el olvido o la 

pérdida de evidencia que produce el paso del tiempo.  Campos v. 

Cía Fom, Ind., 153 DPR 137 (2001).   

A tenor con la teoría cognoscitiva del daño, se requiere que la 

persona perjudicada conozca del daño sufrido, quién se lo ha 

causado y los elementos necesarios para poder ejercitar 

efectivamente su causa de acción, para que comience a transcurrir 
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el término prescriptivo. Fraguada  Bonilla v. Hosp. Aux. Mutuo, 

supra, pág. 374.  Comenzado a transcurrir el término, el Artículo 

1873 del Código Civil de Puerto Rico, establece que “[l]a 

prescripción de las acciones se interrumpe por su ejercicio ante los 

tribunales, por reclamación extrajudicial del acreedor y por 

cualquier acto de reconocimiento de la deuda por el deudor”.  31 

LPRA sec. 5303.    

En lo pertinente, reseñamos, que para que una reclamación 

extrajudicial interrumpa un término prescriptivo, debe cumplir con 

los siguientes requisitos, a saber: (1) efectuarse antes de la 

consumación del plazo;  (2) por el titular del derecho o de la acción; 

(3) mediante una vía adecuada o idónea; y (4) que exista identidad 

entre el derecho reclamado y aquel afectado por la 

prescripción.  Meléndez Guzmán v. Berríos López, 172 DPR 1010 

(2008); Pereira Suarez v. Jta. Dir. Cond., 182 DPR 485, 507 (2011).  

Naturalmente, quien sostiene que ha interrumpido efectiva y 

oportunamente el término prescriptivo, le corresponde 

demostrarlo. 

Por la naturaleza de la causa de acción que aquí atendemos, 

es menester reseñar la norma respecto a la interrupción del 

periodo prescriptivo, cuando se trata de una causa de acción por 

daños y perjuicios que también dio lugar a una acción ante el foro 

administrativo.  En Delgado v. Nazario, 121 DPR 347 (1988), el 

Tribunal Supremo se enfrentó a una controversia muy similar a la 

de autos, y analizó si la presentación de una acción ante el foro 

administrativo –JASAP, en aquella ocasión- era capaz de 

interrumpir el término prescriptivo de una acción por daños y 

perjuicios.  Se concluyó allí que la clave para determinar si una 

acción interrumpe el periodo prescriptivo de otra es que se trate de 

la misma acción, es decir, que haya identidad de propósitos en las 

acciones.  En aquella ocasión, el Tribunal Supremo resolvió que 
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una acción presentada ante la JASAP no interrumpía el término 

prescriptivo como reclamación extrajudicial, por no tratarse de 

reclamaciones con la misma naturaleza.   

Ello fue reafirmado en Cintrón v. E.L.A., 127 DPR 582 (1990).  

Al respecto, se dispuso: 

La Ley de Personal y su Reglamento no conceden a 
J.A.S.A.P. la facultad de responsabilizar civilmente a las 
agencias administrativas que le violan los derechos 
estatutarios o constitucionales a los empleados públicos. 
Los remedios que dichos estatutos conceden se limitan a la 
reinstalación y al pago de los haberes dejados de percibir 

por los empleados públicos.  Además, tales remedios se 
imponen a la Agencia y no necesariamente al causante del 
daño. (Citas omitidas) Íd., pág. 594.   

 

El Tribunal Supremo explicó que la acción ante el foro 

administrativa tenía distinta naturaleza y propósito.  Y, además, 

no da ocasión de: “[…] revelar la intención o voluntad del acreedor 

de conservar y exigir el derecho al resarcimiento de los daños y 

perjuicios sufridos.” Íd.  Por lo tanto, no puede reconocerse que el 

acreedor tuvo la intención de reclamar los remedios que le podría 

conceder la vía judicial.  Consecuentemente, se estableció que, en 

el caso que un empleado cesanteado interese interrumpir el 

término prescriptivo de una causa de acción por daños y 

perjuicios, debe presentar su reclamación ante el foro judicial, 

aunque luego esta quede en suspenso a la luz de la doctrina de 

jurisdicción primaria.  

Finalmente, es importante reseñar que en Delgado v. 

Nazario, supra, se dispuso que el periodo prescriptivo para 

presentar una acción por los daños y perjuicios dimanante de un 

despido injustificado, comienza a transcurrir desde que el 

empleado conoce de su despido o traslado.  Es decir, se entiende 

que en el momento que se entera de su destitución, conoce el daño 

y tiene los elementos para presentar una reclamación. Íd., pág. 

361. 
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B. 

El remedio disponible como sanción por el uso indebido de 

los procedimientos legales será la imposición de costas y 

honorarios de abogado por temeridad, cuando procedan. Giménez 

Álvarez v. Silén Maldonado, 131 DPR 91, 97 (1992).   

Es norma en nuestra jurisdicción que incurre en temeridad 

aquella parte que “[…] con terquedad, obstinación, contumacia e 

insistencia en una actitud desprovista de fundamentos, obliga a la 

otra parte, innecesariamente, a asumir las molestias, gastos, 

trabajo e inconvenientes de un pleito.” S.L.G. Flores-Jiménez v. 

Colberg, 173 DPR 843 (2008); Torres Ortiz v. E.L.A., 136 DPR 556, 

565 (1994).  Polanco v. Tribunal Superior, 118 DPR 350, 359 

(1987).  Así pues, los honorarios por temeridad buscan “[…] 

disuadir la litigación innecesaria y alentar las transacciones, 

mediante la imposición de sanciones a la parte temeraria, que 

compensen los perjuicios económicos y las molestias sufridas por 

la otra parte”.  Torres Ortiz v. E.L.A., supra.  A diferencia de las 

costas, que sólo las puede recobrar quien prevalece en el pleito, no 

se requiere prevalecer para recobrar honorarios por temeridad.  

Regla 44.1 de las de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, 

R. 44.1.   

Adviértase que la imposición de honorarios de abogado por 

temeridad es una facultad discrecional del tribunal que no será 

variada a menos que la misma constituya un abuso de discreción, 

o cuando la cuantía sea excesiva o exigua. Véanse Monteagudo 

Pérez v. ELA, 172 DPR 12, 31-32 (2007); Ramírez Anglada v. Club 

Cala de Palmas, 123 DPR 339, 350 (1989).    

III. 

A. 

 Atendemos, inicialmente, el segundo señalamiento de error 

esbozado por el Municipio en el recurso KLAN201501420, por la 
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naturaleza cardinal del mismo.  En este, el Municipio señala que el 

foro primario erró porque la causa de acción estaba prescrita.  

Fundamenta su postura en que la demanda por daños y perjuicios 

de referencia se presentó 4 años y 4 meses después de que el 

perjudicado recibiera la carta de destitución. 

 En efecto, concluimos que erró el TPI al concluir que el 

término prescriptivo comenzó a discurrir el 16 de enero de 2013, 

fecha en que, según el TPI, el demandante conoció del daño al ser 

notificado de la decisión de la CIPA.  Como veremos a 

continuación, el término comenzó a transcurrir el 5 de mayo de 

2009, fecha en que, según las determinaciones de hecho del TPI, el 

Empleado recibió la carta de destitución del Municipio.3 

 Según se desprende de los autos originales y los expedientes 

de ambas apelaciones, el Empleado fue objeto de una 

investigación, la cual produjo una carta de parte del entonces 

alcalde, Carlos Rodríguez Mateo, en la que se le manifestó la 

intención de formular cargos en su contra.4  En esta, se le avisó 

que se le formularían cargos por violación a la Ley Núm. 81 del 30 

de agosto de 1991, según enmendada, Ley de Municipios 

Autónomos del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, según 

enmendada, 21 LPRA sec. 4001 et al., el Reglamento de Personal 

del Municipio de Salinas y el Reglamento de la Policía Municipal.  

A tenor con ello, el Empleado solicitó una vista administrativa, que 

fue celebrada el 19 de febrero de 2009.   

El 7 de abril de 2009, la Oficial Examinadora que presidió el 

proceso, Liana Gutiérrez Irizarry, emitió su Resolución y 

recomendó la destitución del demandante de su puesto.  Todo ello 

                                                 
3 Véase la Carta de destitución, anejo X del apéndice del recurso 

KLAN201501420. 
4 Véase la Carta de formulación de cargos en el anejo VI del apéndice del recurso 

KLAN201501420. 
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tras escuchar la prueba presentada y las alegaciones del Empleado 

y su representación legal.5  

Culminado este procedimiento, el 5 de mayo de 2009, el 

señor Rodríguez Mateo acogió la recomendación de la Oficial 

Examinadora y notificó al Empleado de su destitución.6  

Consecuentemente, el 3 de junio de 2009, el perjudicado presentó 

una apelación ante la CIPA.7  Celebrado el juicio de novo en el foro 

administrativo, el 8 de noviembre de 2012, dicho foro apelativo 

emitió su Resolución (notificada el 16 de enero de 2013) y resolvió 

que el demandante no cometió las faltas imputadas, por lo cual 

ordenó al Municipio a restituir al señor Díaz Rosario a su puesto 

en el Cuerpo de la Policía Municipal, con el pago total de los 

salarios y beneficios dejados de percibir desde la fecha de su 

destitución.8   

 El 11 de enero de 2013, el señor Díaz Rosario presentó una 

demanda por los daños y perjuicios provocados por el despido 

acaecido el 5 de mayo de 2009.  En esta, el demandante alegó que 

el 16 de octubre de 2012 fue que conoció las razones de su 

despido, cuando pudo contrainterrogar a los demandados en la 

vista evidenciaria que se condujo en la CIPA, como parte del 

proceso administrativo en dicho foro.9 

 No hay duda de que estamos ante una acción administrativa 

y una civil, que son de distinta naturaleza, por lo cual la 

presentación de una no tiene efecto alguno en el periodo 

prescriptivo transcurriendo en la otra.  Cintrón v. E.L.A., pág. 592.  

La reclamación administrativa tenía como propósito impugnar la 

                                                 
5 Véase la Resolución, Exhibit I de la prueba documental en el expediente de 
autos originales. 
6 Véase la Carta de destitución, anejo X del apéndice del recurso 

KLAN201501420. 
7 Véase la Apelación, Exhibit XIV de la prueba documental en el expediente de 

autos originales. 
8 Véase la Resolución, Exhibit I de la prueba documental en el expediente de 
autos originales. 
9 Véase la Demanda, anejo XI del apéndice del recurso KLAN201501420. 
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destitución de un servidor público de su puesto y, de probarse tal 

caso, la esfera administrativa tenía la facultad de ordenar la 

restitución del perjudicado y los haberes dejados de percibir. 

Vázquez Cintrón v. Banco de Desarrollo Económico, 171 DPR 1 

(2007).  Así lo hizo la CIPA. 

 No obstante, la CIPA estaba impedida de otorgar al 

Empleado una compensación por los daños y perjuicios sufridos 

por él, su esposa y la Sociedad Legal de Gananciales compuesta 

por ambos, a raíz del despido.  En razón de ello, las partes 

afectadas acudieron al foro judicial.  Sin embargo, dicha 

reclamación estaba prescrita, por no haberse presentado dentro 

del término prescriptivo aplicable (un año a partir de la notificación 

del despido) y no haberse interrumpido dicho periodo mediante 

reclamación extrajudicial.  La iniciación del proceso en la CIPA no 

tuvo el efecto de interrumpir el periodo prescriptivo de la acción de 

referencia. Cintrón v. E.L.A, supra. 

 Para intentar evadir la consecuencia de esta norma, 

claramente establecida, el TPI razonó, y el Empleado argumenta, 

que el término comenzó a discurrir cuando el Empleado pudo 

contrainterrogar a funcionarios del Municipio en la vista ante la 

CIPA (octubre de 2012) o cuando la CIPA notificó su resolución del 

caso (enero de 2013).  No tienen razón. 

El periodo prescriptivo en estas circunstancias comienza 

cuando el empleado conoce de su despido. Delgado v. Nazario, 

supra.  Por ello, el Empleado aquí contaba con un año desde que 

conoció de su despido para reclamar al Municipio y sus agentes.  

No hay controversia sobre el hecho de que el Empleado conoció del 

despido el 5 de mayo de 2009; no obstante, esperó hasta más de 

cuatro años después (al 11 de enero de 2013) para presentar su 

reclamación.  La política jurídica tras la doctrina de prescripción 

extintiva nos obliga a concluir que los Demandantes no fueron 
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diligentes en preservar y presentar su reclamación, sino que 

actuaron con dejadez y desidia en el trámite de la misma.   

Así pues, concluimos que la causa de acción de referencia 

estaba prescrita, por lo cual revocamos la Sentencia y ordenamos 

la desestimación de la causa de acción instada por los 

Demandantes.   

B. 

 En cuanto a la Sentencia Parcial, mediante la cual el TPI 

desestimó la reclamación de los Demandantes en cuanto a los 

demandados individuales se refiere, concluimos que, conforme la 

conclusión arriba expuesta, procede confirmarla, aunque con 

distinto fundamento, pues la causa de acción estaba prescrita.  

 Finalmente, pasamos juicio sobre la imposición de 

honorarios por temeridad incluida en la Sentencia Parcial.  Al 

respecto, el foro sentenciador expresó: “[…] y le impone al 

demandante la cantidad de $3,000 de honorarios de abogado a 

favor de cada uno de ellos”.10  El TPI no articuló explicación alguna 

para sustentar esta imposición de honorarios por temeridad.  Más 

aún, al examinar los incidentes procesales de esta reclamación y la 

forma en que fue tramitada, concluimos que procede revocar la 

imposición de honorarios por temeridad.  Si bien concluimos que el 

demandante tramitó una reclamación de forma tardía, las 

actuaciones de las partes no exhiben terquedad, obstinación, 

contumacia o una actitud desprovista de fundamentos.  Torres 

Ortiz v. E.L.A., supra.  Por lo cual, erró el TPI al imponer honorarios 

por temeridad a los Demandantes. 

IV. 

 Por los fundamentos previamente expuestos, se modifica la 

Sentencia Parcial desestimatoria impugnada en el recurso 

                                                 
10 Véase la Sentencia Parcial en el anejo XII del apéndice del recurso de 

apelación KLAN201501420, pág. 5. 
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KLCE201501170 a los fines de revocar la imposición de honorarios 

por temeridad.  Así modificada, se confirma.   

De otra parte, se revoca la Sentencia impugnada en el 

recurso KLAN201501420 y se ordena la desestimación de la 

demanda de referencia.  

Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 
                                              Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
                                      Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


